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llecuxo dc agravio constitucional interpuesto por don Alejandro Perales Quispe y
I'at¡icia Pcralcs Cana contra la sentenci¿ de fojas 387, de 9 de úa¡zo de 2017, cxpcdida
por la Sala Mixta Desoentralizada de Andahuaylas y Chinchcros dc 1a Corte Superior de

Justicia de Apu¡imac, quc dcclaró improcedente la demanda de ámparo de autos.

FUNDAMI]NTOS

En la sentenci¿ emifida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada cn e)

diario ollcial El Peruano el 29 de agosto de 201.1, este Tribunal estableció cn el
lindamcDto 49, con caráctcr dc prccedente, que sc cxpcdirá scntcncia
intcrlocutoria dcnegatoria, dictada sin más t¡ámite, cuando se presente alguno dc
los siguientes supuestos:

a) Carczca de fundamentación la supuosta vulneración que so jnvoquc.

b) La cuestión de De¡echo contenida en el recurso no sea de especial
trascendencia coDstitucional.

l,irna. I5 de octubre de 2018

txP. N.' 01591-2017-PA/TC
API NÍMAC
ALLJANDRO PERALES QUISPE
Y PATRICIA PERALES CANA

Pr¡¡ncro.- Que confornrc al ¿nálisis dc los documcntos adjuntos PROCEDFI l-A
l)emolición dc la vivienda rustica construido por cl scñor Alejandro Peralcs Qurspe e¡
la via pública, ubicado cn la Av. l.os Cedros-Barrio Escorial cn la Uu. VV dc

Scgundo.- Enca.gar ¿ la Oficina dc PlcncamicDto y Catastro de la Münicipalidad
Prorincjal de Andahuaylas NoLilicar cl Acto Rcsohrtivo al scñor Aleja¡dro Peralcs

Quispc a su domicilio fiscal de acuerdo a sü solicilLrd pira los fincs convcnientes

ril L¿ cuestión de Derecho invocada contradi ga un precedente del Tribünal
sliluclo¡al

c lraya dccidido dc mancra dcscstimato¡ia cn casos sustancialmente
iguales

I prcscntc caso, los rccurrcotcs solicjtan, fundane¡talmente, que se dcje sin
efecto la I{esolución Ge¡encial 67-2014-GDUyR-MPA de 24 de setiembre de

2014 (loJas 36), eñitida por la Gerencia de Desanollo Urbano y Rural dc la
Munjcipalidad Provincial dc Andahuaylas, cuya parle resolutiva señala lo
siguicntc:

3 Manificslan, en esel1oia, que a tmvés de dicha resolución, la cmplazada pretende
dcspojarlos dc una pafie de su propiedad pues el área en la que sc ha cdiñcado la
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vivienda s¿á /l¡rr l1o cstá ubicada en la vía pública ni en la faja marginal del rio
Chumbao sino dentro del predio inscrito en la Partida 11012757 del Registro de la
Propiedad Inmueble de la Oficina Rcgistral de Andahuaylas de la
Superinlendencia Nacion¿rl de los Registos Públicos (Sunarp). Refieren que, por
csa .azón, cxiste una vulneración a su derecho fundamental a la propiedad.

Sin embargo, no corresponde pronunciarse sobre el fondo de Ia controversia pues,
de lo actuado en el expediente, se advierte que los recurrentes acudieron a la
jurisdicción constitucional sin agotar previamente la vía adminisllativa. En
efeclo, antes de presenta¡ la demanda de amparo de autos, debieron impugnar la
Resolución Gerencial 67-20 I4-GDUyR-MPA al interior de la Municipalidad
Provircial de Andahuaylas de conformidad con el artículo 216 del Texto Único
Ordenado (TUO) de la, Ley 2'7444, de Procedimiento Administrativo General,
aprobado mediante Decreto Supremo 006-2017-lUS. Además, no se adviede que,
en este caso, se presenten las causales de excepción al agotamiento de la via
previa establecida en el añiculo 46 del Código Procesal Constitucional.

En consecucncia, de lo expuesto en los lündamentos 2 a 4 "r¿lp¡d, se verifica que el
presenle recurso de agravio ha incurido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del fürdamento 49 de la sentencia emitida en ei Expediente 00987-
2014-PA/TC. Po¡ tanto, coresponde declarar, sin más tiímite, improcedente el
recurso de agravio constilücion¿l.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional. con la autoridad que le conñere la
Constitución Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,
Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recu$o de agravio constitucional porque la cuestión de
Derecho contenida en cl rccurso carece de especial endencia constitucional
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FU]{I)ANIENl'O I)E VOTO I)EI, MAGISTTiAI)O ESPINOSA-SAI,I}ANA
I]ARRERA

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesario señalar Io siguiente:

Aquí ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agravio constitucional no
encuentra respaldo en el contenido constitucionalmente protegido de los derechos
invooados por la parte demandante. Siendo así, se verifica que se ha incurrido en la
causal de rechazo previsla dn el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida
en el llxpcdiente 00987-2014-PAII C y en el inciso b) del áñiculo ll dcl
Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional.

4- De este modo, la exposición.de las razones por las cuales el recurso incurre en una
causal determinada oo solo adquiere ¡nayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado orden lógico a los argumenlos que fundamentan lo resuelto en el caso.
Dichas cualidades son las quc se espera que le¡ga una decisión tomada por este
Tribunal, en tanto se trata dc un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan
relevante como lo es la tutcla dc derechos lundamentales.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

s.

"L4A <-r.-¡

2. Abora bien, encuentro que la redacción del proyecto no es lo suflcientemente clara
para explicar Ias razones por las cuales aqui la cuestión de Derecho planteada carece
de especial trascendenc;a co¡stitucional, conforme las pautas establecidas por este
Tribunal.

J. En efecto, tal como ha desarrollado esie l'ribunal Constitucional en reiterada
jurisprudencia, al momento de emitir una sentencia interlocutoria, luego de haccr
mención a las causales de improcedencia liminar rccogidas en el fundamento 49 dc
"Vásquez Romero", coffesponde relerirse en forma clara, ordenada y detallada a Ia
causal específica en la cual habria incurrido el recurso planteado, así oomo cumplir
con explicar cuáles son los alcances de la causal utilizada.
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VOTO SINGULAR DI]I, MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega nTagistrado, emilo el presente voto singular, para cxprcsar respetuosamente
que disiento del precedente vincula¡tc establecido en la Se[tencia 00987-2014-PA/TC.
SENTENCIA IN'I'ERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los tundamenros que a
continuación expongo:

1. La Constitución de 1979 c¡eó el Tribunal de Ga¡antías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convifió al Tribunal Constitucional
en i¡stancia de tállo. La Constitución del 79. por primera vez en nuestra historia
constitucior, al, dispuso Ia creación de un órgano ad ¿oc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea dc garantizar la supremacia constitucional y la vigencia plena
dc los de¡echos Il¡ndamentales.

2- La Lcy Frutdamental de 1979 estableció que el T bunal de Garantias
Conslitucionales cra un órgano de conüol de la Constitución, quc tenía judsdicción
en todo el te¡Titorio nacional para conocer, en vía de ca,sación, de los habca; corpu}
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para l'ailar en lbrma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronulciaba sob¡e los hechos invocados como alnenaza o lesión a los
derechu. reconocidos en la Constitucion.

3. [n ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del liibunal de Garantías
Constitucionales, vigcnte en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lb¡ma erada o ha incurrido en graves vicios procesaies en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, Iuego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Co¡te Suprema de Justicia dc la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus li¡eamientos.
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos conslitr¡cionales
mcncionados-

4. modelo dc tutela anle anenazas y vulneración de derechos fue se¡iamente
modificado en la Constitución dc 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela dc dos a cuatro, a saber, habeas corpus, a;i)paro, habeas ddta
y acción de cumplimiento. En segundo lugar. se crea al T¡ibunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad. aun cuando la Constitución 10
califica c(óneamente como "órgano de control de la Constitr¡ción',. No obstante. en
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materia dc proccsos constitucionales de la liberlad, la Constitución cstablece que el
T¡ibunal Constitr¡cional es inst¿ucia de revisión o fallo.

5. Cabe señal¿u que la Constitución Política del Perú, en su afículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucio¡al "conocer, en últi a y
deJin¡t¡vd ifista ciat, las rcsoluciones denegatorias d¡ctaalas e los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas data y accüin de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los de¡echos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y cvalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derccho fundamental. lJna lcctu¡a diversa
cont¡avendría mandatos esenciales de la Constitución, como son ei principio dc
defensa de la persona humana y el respcto de su digÍidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la observancia del debido proceso y tutela
jutisdicc¡o al- Ninguna persona puede ser desyiada de la jurisdicc¡ón
pedeteml¡údda por la ley, ni somet¡da a procedimiento distinto de los prev¡amefite
establecídos, ni jlzgada por órgafios jurisdiccionales de excepción ni por
comisiones especíales creadds al efecto cualquiera sea su denominacióntt,
comagrada en elartículo 139, inciso 3.

6. Como sc advierte, a diferencia de 1o que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tieüe lugar por la vía del cert¡orari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
u¡l órgano sl¡premo dc interyretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos dc la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección dc su derecho en sede del Poder Judicial. [n otras palabras, si lo que
cstá en discusión es la supuesla amenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe ab¡ir la vía correspondiente para quc el T bunal Constitucional pueda
pronu[ciarsc. Pero la apefura de esta via solo se produce si se pemile al
peticionante colabo¡ar con los jueces conslilucionales mediante un pormenorizado
análisis de lo quc sc pretende. de lo que se in\ocd.

7. Lo constitucio¡al es escuchar a la pafic como concretización de su derecho
inenunciable a la defensa; además, u¡ Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio dc defensa de los derechos fundameltales fre¡te a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el t uÍfo dc la juslicia frente a la
arbitrariedad.

EL DERECHO a sER oiDo collro IANTTESTACTóN tlt LA Df,MocR{ r.lz^cróN DE Los
PRocIsos CoNsrrructoNALES DE r,A LIBERTAD

8. l,a administración de justicia constitucional dc la libeúad que brinda el l ¡ibunal
Constitucional, desdc su creación, cs respetuosa, como co[esponde, del derecho de
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oido con todas Ias debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
determinen sus dcrechos. inlcrcscs ) obligacione(.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una ¡esolución conslitucional
sin ¡ealizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa- la cual. sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos peftinentes, conc¡etándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional-

10. Sobrc la intervención de las partes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrdr justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostcnta sobre ias personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto rcspeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oido con las debidas garantias.

I 1. Cabe añadir que Ia participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democntiza el proccso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés dc
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, cn cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legilima no por ser un lribltnal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficicnte las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve,

12. En ese sentido, la Corte Interame cana de Derechos llumanos ha establecido qüe el
derecho de defensa "obligd al Estado a tratar al índ¡riduo en todo momento como
un t,erdadero su¡eto del proceso, en el más amplio senfido de este concepto, y no
símplemente como objeto del mismo"L,y que "para que exista debido proceso legal
es preciso quc un justiciable pueda hdcer yaler sus derechos y defender sus
intereses en^.lbtma e/¿ctíya y en cotld¡ciones de igualdad procesal con otros
th\lt(t,thl¿\'"

I Corte IDH. Caso Ba¡aeto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
pánafo 29.

'zCorte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trini<lad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, pánafo 146.
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11. Dl modelo de 'instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desviÍuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Iribunal es su inté¡prete supremo, pe¡o no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está solnetido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia inlerlocutoria", el rccurso de agravio constitucio¡al (ILAC) pierde su
verdadcra esencia jurídica, ya que el 'I'ribunal Constitucional no tiene competcncia
para "revisar" ni mucho menos "recaiilicar" el recurso de agravio constitucional_

15- De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el ¡ecurso. Esta es una competcncia de la
Sala Supe or del Poder Judicial. Al TribL¡nal lo que Ie coresponde es conocer del
II-AC y pronunciarse sobre el fondo. Po¡ ende, no le ha sido dada la competencia de
rcchazar dicho recurso, sino por el contrario dc "conocer" lo que la parte alega
como Lrn igra! io que Ic c¿usc indefension.

16. Por otro lado, la "sentencia intcrlocutoaia" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justiñcado y concretado cn supuestos especÍficos, a saber,
identiñcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo. no definirlo, ni justiñcarlo,
conviefie el empleo de la precilada sentencia en a¡bitrario, toda vcz que se podría
afectar, entre ohos, el derccho fundamental de defensa. et1 su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello da a lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, alectdndo notableme¡1te a los justiciables, quienes
tcndría¡ que adivinar qué resolverá el T bunal Constitt¡cional antes de presentar su
respectiva dema¡da.

l7. Porlo demás,l,Trtatis mula dis, el precedente vinculante contenido e¡1la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sifuchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reatirmación de la raturaleza
procesal de los procesos consfitucionales de la libertad (supleto edad, via previa,
vias paraielas, Iitispendencia, invocáción del derecho constitucional liquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hccho de que los procesos constitucio¡ales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recu¡so de agrario
constitucional.

[',1
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19. Por tanto, si sc tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para p¡oteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presenle caso se convoque a audienciá para la
vista, lo quc garantiza que el T¡ibunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escucha¡ a ias personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al jLrsticiablc
soio le queda el camino de la jurisdicción inte¡nacional de protccción de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl l'eüero RebagLiati, "la del'ensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una dcfcnsa total de Ia Constitución, pues si toda garantía constitucional
entmña el acceso a [a prestación iurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está def'endiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".
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